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En el Programa de las Naciones Uni-
das para el Desarrollo (PNUD) queda 
clara la importancia del Objetivo de 
Desarrollo Sostenible 16 (ODS 16) 
dedicado a la paz, la justicia y las 
instituciones sólidas, al establecer 
que “sin paz, estabilidad, derechos 
humanos y gobernabilidad efectiva 
basada en el Estado de derecho, no es 
posible alcanzar el desarrollo soste-
nible” (PNUD, 2019). La violencia, 
la inseguridad, la corrupción y la 
falta de un Estado de derecho son las 
principales barreras para el cumpli-
mento de este ODS en Centroaméri-
ca y dejan entrampadas a sus socie-
dades en un ciclo que no les permite 
lograr el desarrollo inclusivo y soste-
nible. Para esta subregión, la necesi-
dad de cumplir con el ODS 16 tiene 
una relevancia crucial. Este texto 
analiza la situación socioeconómica e 
institucional de Centroamérica y 
examina sus efectos sobre los indica-
dores del ODS 16. El trabajo subraya 
la prioridad política que hay que 
conceder a este ODS y la necesidad 
imperativa de alcanzar sus metas en 
consonancia con un plan acotado a la 
realidad centroamericana, que permi-
ta afianzar sus bases institucionales. 

De acuerdo con los datos para 2018 
del Banco Interamericano de Desa-
rrollo (BID), el 33% de la población 
de Centroamérica vive por debajo del 
umbral de la pobreza y el ingreso del 
10% más rico es 10 veces mayor al 
del 10% más pobre. En la subregión, 
además, únicamente la mitad de la 
población tiene un suministro de 
agua no contaminada y solo el 67% 
accede al agua sin problemas de in-
termitencia. A la vez, la población 
trabajadora en riesgo de perder su 
empleo debido a los procesos de au-
tomatización supera el 60%, el acce-
so a la educación secundaria se limita 
al 62% y la penetración de internet 
llega solo al 44% (BID, 2018). Estos 
datos expresan la vulnerabilidad so-
cial de la subregión, a la que se agre-
gan factores globales como el aisla-
miento comercial ante sus principales 
socios —Estados Unidos (EE.UU.) y 
una Unión Europea marcada por el 
Brexit—, los efectos de la Cuarta 
Revolución Industrial o el impacto 
del cambio climático sobre la pro-
ducción alimentaria y, por extensión, 
sobre la salud. 
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Para enfrentar estos problemas, Cen-
troamérica requiere una instituciona-
lidad sólida, perfeccionar sus siste-
mas de acceso a la justicia y estable-
cer un mínimo de garantías para 
mantener la paz social; de ahí que el 
ODS 16 sea uno de los objetivos de 
la Agenda 2030 prioritarios para la 
subregión. Y es que, si no se avanza 
hacia el ODS 16, se hace práctica-
mente inviable lograr los propósitos 
de desarrollo que plantea el PNUD. 
 
Pese a que los problemas citados 
están presentes desde hace décadas, 
apenas se han mejorado las condi-
ciones toda vez que Centroamérica 
ha estado sumida en un ciclo de vai-
venes políticos y económicos, en los 
que se han encadenado democracias 
y dictaduras, modelos de desarrollo 
social y modelos de desarrollo neoli-
beral, y estrategias de política exte-
rior aperturistas y aislacionistas. Du-
rante todo este tiempo, la subregión 
ha arrastrado altas tasas de desigual-
dad y pobreza, y una constante pre-
sencia de la corrupción y la violen-
cia. En los últimos años, los proble-
mas de institucionalidad han desem-
bocado en el estallido de diversos 
casos de corrupción y protestas so-
ciales, que han forzado la renuncia 
de varios presidentes y el procesa-
miento de un elevado número de 
cargos públicos. Cabe recordar los 
casos de los expresidentes de Hondu-
ras (Porfirio Lobo) y Panamá (Ricar-
do Martinelli).  
 

Más recientemente, el caso del her-
mano del presidente de Honduras, 
Juan Orlando Hernández, capturado 
en EE.UU. en 2019, ha generado 
movilizaciones contra las autorida-
des, las cuales reflejan el descontento 
y la desafección de la sociedad hacia 
sus instituciones (BBC, 2019). Du-
rante el juicio, la fiscalía afirmó que, 
según los testimonios de algunos 
exnarcotraficantes: “Hernández par-
ticipó durante años del tráfico de 
cocaína, operando con total impuni-
dad gracias a la protección de su 
hermano Juan Orlando, contribuyen-
do a la putrefacción de las institucio-
nes de Honduras”. No obstante, el 
acusado está protegido por el presi-
dente, quien ha recibido millones de 
dólares en sobornos, incluso de (Joa-
quín) “El Chapo” Guzmán, lo que da 
cuenta de la crisis que atraviesa el 
país.  
 
La sombra del narcotráfico y del 
crimen organizado en los ámbitos 
político y económico, además de su 
presencia territorial, ha generado un 
nuevo tipo de violencia en la subre-
gión, a menudo acompañada de im-
punidad. La Oficina de Naciones 
Unidas contra la Droga y el Delito 
(UNODC, por sus siglas en inglés) 
advirtió en 2017 que Centroamérica 
es la zona sin conflictos bélicos más 
violenta del mundo, llegando a al-
canzar en algunos territorios los 62,1 
homicidios por cada 100.000 perso-
nas (UNODC, 2019: 17). 
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La creciente desconfianza de la po-
blación hacia las instituciones y el 
sistema político ilustra la incapacidad 
del Estado para dar respuesta a las 
demandas ciudadanas y posibilitar el 
desarrollo de la subregión. De acuer-
do con los datos del Latinobarómetro 
(2019), a excepción de Costa Rica, 
solo el 50% o menos de la población 
centroamericana confía en la demo-
cracia, cifra que desciende al 28% en 
Honduras y El Salvador. Más aún, 
ningún país registra una satisfacción 
mayor del 28% hacia ese sistema, 
exceptuando nuevamente a Costa 
Rica. Además, la percepción general 
sobre el aumento de la corrupción 
supera el 50% (Corporación Latino-
barómetro, 2019: 62). Por lo demás, 
los altos niveles de abstencionismo 
electoral plasman, asimismo, la debi-
lidad institucional en Centroamérica. 
 
Por otra parte, la presencia histórica 
de EE.UU. en Centroamérica ha 
marcado el rumbo de esos países. La 
política estadounidense de “guerra 
contra las drogas”, acompañada de la 
donación de armamentos para la lu-
cha contra el narcotráfico, ha termi-
nado por militarizar la subregión. 
Asimismo, se produce una constante 
intervención de EE.UU., tanto en los 
procesos judiciales contra los narco-
traficantes —mediante solicitudes de 
extradición y cambios en las políticas 
migratorias—, como en el modelo 
económico —por la influencia de los 
acuerdos comerciales y la actividad 
de sus empresas—, que debilita aún 

más las capacidades autónomas de la 
subregión (Grandin, 2006). 
 
A tenor de lo dicho, ¿cómo es posi-
ble cumplir el ODS 16 y generar 
políticas de largo plazo que se ejecu-
ten y puedan evaluarse de forma con-
fiable y constante? De acuerdo con el 
escenario que vive Centroamérica, 
conviene precisar qué metas de este 
ODS han de priorizarse.  
 
Hacia el cumplimiento del ODS 16  
Al analizar la situación de las metas 
del ODS 16 —sobre reducción de la 
violencia, disminución de la corrup-
ción, fortalecimiento institucional, o 
combate contra el crimen organiza-
do—, es necesario revisar el efecto 
de uno de los principales problemas 
de la subregión, ya citado: el narco-
tráfico. Centroamérica es zona de 
paso en el tráfico de drogas, realidad 
que ha venido obstruyendo estructu-
ralmente toda mejora y manteniendo 
tasas muy altas de violencia, homici-
dios y corrupción en la esfera públi-
ca. Sin embargo, el efecto directo del 
narcotráfico en los índices de desa-
rrollo resulta difícil de medir, puesto 
que los indicadores que se emplean 
no segregan su impacto, lo que, a su 
vez, hace todavía más complicado el 
diseño de políticas públicas adecua-
das y eficaces.  
 
Además, la política de EE.UU. ante 
el tráfico de drogas ha permeado la 
institucionalidad regional. Su enfo-
que de seguridad, basado en la cri-
minalización del narcotráfico y en la 
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militarización de los cuerpos policia-
les —por medio de incautaciones, 
capturas, extradiciones y donativos 
armamentistas—, ha debilitado las 
capacidades de los países centroame-
ricanos para activar políticas de pre-
vención orientadas a los grupos vul-
nerables y favorecer su acceso a la 
justicia. Así, el enfoque securitario 
no solo no ha reducido los índices de 
violencia, homicidios y corrupción, 
sino que tampoco ha logrado que la 
ciudadanía pierda el miedo a salir a 
la calle y ser objeto de delitos o actos 
de violencia. Ante este escenario, es 
preciso fortalecer la institucionalidad 
pública —impulsando la colabora-
ción con las comunidades sobre el 
terreno—, y reducir la dependencia 
respecto de actores extrarregionales, 
como EE.UU. En consecuencia, hay 
que evitar militarizar la subregión y 
criminalizar a la población, revir-
tiendo la situación de vulnerabilidad 
de la que se aprovecha el narcotráfi-
co.  
 
De hecho, para adoptar políticas pú-
blicas más inclusivas y eficaces, se 
han de desarrollar mecanismos de 
decisión participativos y transparen-
tes que involucren a los sectores so-
ciales más vulnerables (mujeres, jó-
venes, menores, poblaciones indíge-
nas, LGBTI+). No obstante, pese a 
los esfuerzos realizados en la promo-
ción de políticas no discriminatorias 
—para ampliar la representación de 
estos sectores en los ámbitos nacio-
nal y regional—, las desigualdades 
persisten. De ahí que, en términos de 

desarrollo social, sea imprescindible 
contar con instituciones robustas y 
confiables, que permanezcan en el 
tiempo y consoliden los progresos en 
el largo plazo. Solo así se podrán 
reencauzar los recursos y programas 
hacia el ODS 16. Por otra parte, el 
fortalecimiento institucional pasa por 
ensanchar la participación de los 
países centroamericanos en organis-
mos de gobernanza y cooperación 
internacional. En este sentido, hechos 
como la suspensión en 2019 de la 
Comisión Internacional contra la 
Impunidad de Guatemala (CICIG) 
que —por mandato de Naciones 
Unidas— investigaba desde 2007 
casos de corrupción en el país, ilus-
tran la inconsistencia de los esfuer-
zos. 
 
En paralelo, la subregión ha de per-
feccionar las herramientas de selec-
ción y clasificación de datos y la 
objetividad de los registros que reca-
ban los organismos gubernamentales. 
En términos de implementación y 
medición del ODS 16, se hace preci-
so contar con mecanismos de segui-
miento y evaluación acreditados e 
independientes (Figueroa, 2017), que 
además sean de acceso público. En 
esta línea, la elaboración de Planes 
Nacionales de Desarrollo que super-
visan al cumplimiento de los ODS 
refleja los esfuerzos acometidos para 
que las normativas progresen hacia 
las metas definidas. Estos planes se 
han puesto en práctica, por ejemplo, 
en Costa Rica, donde el “Plan Na-
cional de Desarrollo y de Inversión 
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Pública del Bicentenario 2019-2022” 
vincula las intervenciones estratégi-
cas con las metas de los ODS. Otro 
caso reseñable lo representa El Sal-
vador, país que implementó en junio 
de 2018 un sistema informático para 
el monitoreo de sus proyectos y pro-
gramas gubernamentales encamina-
dos al cumplimiento de los ODS. 
Este sistema contribuye a la transpa-
rencia, puesto que la información de 
su plataforma digital —en la que se 
constatan los avances de tales pro-
yectos— está al alcance de la ciuda-
danía (Infosegura, 2018). 
 
Además, en el plano subregional, se 
ha articulado la Alianza Regional 
Estratégica Infosegura, coordinada 
por el Buró Regional para América 
Latina y el Caribe del PNUD y fi-
nanciada por la Agencia de Estados 
Unidos para el Desarrollo Interna-
cional (USAID, por sus siglas en 
inglés). Esta alianza gestiona infor-
mación basada en evidencias con el 
fin de fortalecer la formulación de 
políticas públicas en materia de segu-
ridad ciudadana y controlar su se-
guimiento en Centroamérica. Su fi-
nalidad es mejorar el tratamiento de 
datos sobre seguridad ciudadana y 
promover su uso analítico para la 
gestión, coordinación y colaboración 
regional de estrategias estatales de 
seguridad (Infosegura, 2019). Esta 
iniciativa, además, se ha aplicado 
directamente en la supervisión de los 
avances hacia el ODS 16, ofreciendo 
insumos al servicio de la política 
pública y reforzando las capacidades 

y los espacios de articulación inter-
institucional en los ámbitos nacional 
y regional.  
 
Conclusiones y acciones  
prioritarias para Centroamérica  
La Agenda 2030 subraya la necesi-
dad de vivir en sociedades libres de 
violencia, no solo por respeto a los 
derechos humanos, sino también 
como punto de partida para el pro-
greso social, la mejora de la calidad 
de vida y la construcción de socieda-
des inclusivas, que aseguren el acce-
so a la justicia para todas y todos. 
Así, el ODS 16 en Centroamérica 
representa el pilar esencial para ge-
nerar entornos seguros y garantizar 
los derechos fundamentales de sus 
ciudadanos. Como afirmó el secreta-
rio general de Naciones Unidas en 
2005: “no tendremos desarrollo sin 
seguridad, no tendremos seguridad 
sin desarrollo y no tendremos seguri-
dad ni desarrollo si no se respetan los 
derechos humanos. Si no se promue-
ven todas esas causas ninguna de 
ellas podrá triunfar” (cit. en Sanahu-
ja, 2019: 37). 
 
Ante esto, según se ha indicado, es 
preciso contar con mecanismos 
transparentes y datos contrastados 
que muestren la verdadera radiogra-
fía multidimensional de los países de 
la subregión en aras de dar continui-
dad al cumplimiento efectivo de los 
ODS. En Centroamérica se han reali-
zado muchos esfuerzos, pero aún es 
indispensable perfeccionar los ins-
trumentos de información y segui-
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miento, y contar además con la vi-
sión y contribución activa —para la 
definición de acciones y metas— de 
actores clave de la sociedad civil y 
del sector privado.  
 
En este sentido, es necesario abrir 
espacios de interlocución orientados 
a la definición de estrategias, imple-
mentación de iniciativas y evaluación 
crítica del trabajo que se está em-
prendiendo. Ciertamente, se han lo-
grado algunos progresos en ciertos 
indicadores del ODS 16, pero debido 
al escenario regional los avances son 
lentos, aparte de que urge replantear 
el enfoque en el ámbito de la violen-
cia y su criminalización. Se debe dar 
paso a tratamientos preventivos aten-
tos a las consecuencias de la violen-
cia sobre la sociedad y a las manio-
bras que emplea el crimen organiza-
do para aprovecharse de su vulnera-
bilidad. Estos enfoques deben estar 
presentes en las políticas que planifi-
can y ejecutan los Estados para com-
batir la violencia y proteger los dere-
chos de la población. Con todo, nada 
de esto se puede conseguir sin el 
concurso de un aparato estatal sólido, 
transparente y eficaz, que cuente con 
datos actualizados sobre el impacto 
de las políticas públicas orientadas al 
desarrollo y ofrezcan seguimiento 
sobre las mejoras en clave de equi-
dad e inclusividad.  
 
En definitiva, es necesario establecer 
alianzas estratégicas, tanto público-
privadas, como entre los organismos 
internacionales especializados en 

desarrollo social. El debate público y 
la generación de conocimientos aso-
ciados a la innovación tecnológica 
son esenciales para disponer de una 
información que contribuya al diseño 
de políticas públicas encaminadas a 
cumplir con los ODS.  
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